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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
SUPERVISIÓN ‒ Noción ‒ Apoyo a la supervisión ‒ Contratos de prestación de servicios

Conforme al artículo 83 de la Ley 1474 de 2011, la supervisión consiste en el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable y jurídico que, sobre el cumplimiento del objeto del contrato, ejerce la misma entidad estatal cuando no se requieren conocimientos especializados, y para ella la entidad podrá contratar personal de apoyo a través de los contratos de prestación de servicios que sean requeridos. En consecuencia, el apoyo a la supervisión por parte de contratistas solo puede desarrollarse en el marco de un contrato de prestación de servicios cuyo objeto y obligaciones comprendan esa actividad.

CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS ‒ Objeto y obligaciones ‒ Cláusulas residuales ‒ Alcance

Las actividades exigibles al contratista de prestación de servicios se enmarcan en el objeto y en las obligaciones determinadas en su contrato, celebrado en desarrollo del principio de planeación. Las cláusulas residuales o genéricas de obligaciones —como “las demás inherentes al objeto contractual” o “las que asigne el supervisor”— comprenden únicamente actividades accesorias que guarden relación directa con el objeto pactado; no constituyen fuente autónoma para asignar al contratista roles sustanciales y autónomos no previstos en el contrato, como el apoyo a la supervisión de otros contratos.

MODIFICACIÓN DEL CONTRATO ESTATAL ‒ Mutuo acuerdo ‒ Límites ‒ Modificación unilateral excepcional

La incorporación de nuevas obligaciones al contrato estatal constituye una modificación contractual, que debe acordarse por las partes, constar por escrito y estar debidamente justificada, sin que pueda alterarse la esencia del objeto. La modificación unilateral es excepcional: solo procede en los términos del artículo 16 de la Ley 80 de 1993, mediante acto administrativo debidamente motivado, para evitar la paralización o la afectación grave del servicio, previa imposibilidad de acuerdo. Un memorando u orden interna no es el instrumento previsto por el ordenamiento para modificar el contrato.

MODIFICACIÓN DEL CONTRATO ESTATAL ‒ Formalidades ‒ Firma de revisión del contratista ‒ Consentimiento contractual

El consentimiento del contratista en la modificación del contrato se expresa mediante la suscripción del correspondiente negocio jurídico modificatorio con la entidad estatal. La firma estampada por el contratista en un documento interno de trámite —bajo rótulos como “revisó” o “aprobó”, propios de la trazabilidad documental— no equivale a esa manifestación de voluntad ni suple las formalidades del acuerdo modificatorio.

Bogotá D.C., 21 de septiembre de 2026
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Señora
María Cristina González González
c.g.consultoriajuridica@gmail.com
Bogotá, Cundinamarca

	

	Concepto C-1277 de 2026


	Tema:                   
	SUPERVISIÓN ‒ Noción ‒ Apoyo a la supervisión ‒ Contratos de prestación de servicios / CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS ‒ Objeto y obligaciones ‒ Cláusulas residuales ‒ Alcance / MODIFICACIÓN DEL CONTRATO ESTATAL ‒ Mutuo acuerdo ‒ Límites ‒ Modificación unilateral excepcional / MODIFICACIÓN DEL CONTRATO ESTATAL ‒ Formalidades ‒ Firma de revisión del contratista ‒ Consentimiento contractual

	
	

	Radicación:               
	Respuesta a consulta con radicado No. 1_2026_08_13_010713




Estimada señora González:
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta del 4 de agosto de 2026, trasladada a esta Agencia por el Departamento Administrativo de la Función Pública mediante oficio con radicado No. 20262040293841 del 10 de agosto de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“1. ¿Es legalmente viable que un Ordenador del Gasto o Supervisor de un contrato de prestación de servicios profesionales imponga a un contratista, mediante memorando unilateral, el rol sustancial de ‘Apoyo a la Supervisión’ de contratos de terceros, ¿cuándo dicho rol no fue contemplado expresamente en el Objeto Contractual ni justificado en los Estudios Previos originales?
2. ¿Permite el principio de planeación contractual y de especialidad del objeto (artículos 25 y 32 de la Ley 80 de 1993) que una cláusula de obligaciones residuales o genéricas (‘y las demás que asigne el supervisor’ o ‘las demás inherentes’) sea utilizada como fuente jurídica para asignar un rol sustancial y autónomo como lo es el apoyo a la supervisión de contratos estatales?
3. ¿Cuál es el alcance y límite que la jurisprudencia y la doctrina de la contratación pública les otorgan a las expresiones contractuales genéricas o residuales en los contratos de prestación de servicios frente a la prohibición de modificación unilateral del contrato?
4. ¿El hecho de que un contratista de prestación de servicios estampe su firma revisando o aprobando la trazabilidad técnica de un memorando donde se le imponen obligaciones ajenas a su objeto, tiene la validez jurídica para sustituir las formalidades de un ‘Otrosí’ o una modificación bilateral contractual formal exigida por la Ley 80 de 1993? ¿Esta firma de revisión sanea la irregularidad frente al principio de legalidad o muta la naturaleza de sus obligaciones principales?
5. Frente a una designación irregular de supervisión o apoyo a la misma ejercida por fuera de las obligaciones contractuales pactadas, ¿qué consecuencias o sanciones de índole legal, penal, disciplinaria o fiscal se configuran tanto para el servidor público que emite la orden irregular como para el contratista que la ejecuta?
6. ¿Qué autoridad u organismo de control del Estado ostenta la competencia preferente para conocer, investigar y sancionar la presunta ilegalidad derivada de la imposición de roles contractuales no pactados mediante el uso de memorandos institucionales?”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas al Estatuto General de Contratación Pública o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.  	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá el siguiente problema jurídico: ¿Puede una entidad estatal, con fundamento en una cláusula residual de obligaciones de un contrato de prestación de servicios profesionales o en las facultades generales de supervisión, asignar unilateralmente al contratista, mediante memorando u otra orden interna, actividades sustanciales no previstas en el objeto ni en las obligaciones pactadas, como el apoyo a la supervisión de otros contratos, o dicha asignación exige la modificación del contrato por mutuo acuerdo entre las partes, sin que la firma o constancia de revisión del memorando por parte del contratista supla ese requisito?

2. Respuesta:

	En atención al problema jurídico planteado, es necesario precisar que la vigilancia permanente de la correcta ejecución del objeto contratado corresponde a las entidades estatales a través del supervisor o del interventor, en los términos de los artículos 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011, y que las actividades exigibles a un contratista de prestación de servicios se enmarcan en el objeto y en las obligaciones de su propio contrato. Sobre el particular se precisa:

(i) El apoyo a la supervisión por parte de contratistas solo puede desarrollarse en el marco de un contrato de prestación de servicios cuyo objeto y obligaciones comprendan esa actividad: conforme a la línea reiterada de esta Subdirección, el alcance de dicho apoyo depende del objeto y de las obligaciones determinadas en el contrato de prestación de servicios, marco dentro del cual el contratista desarrollará las actividades. Las cláusulas residuales o genéricas de obligaciones comprenden únicamente actividades accesorias con relación directa al objeto pactado, por lo que no constituyen fuente autónoma para asignar al contratista un rol sustancial y autónomo no previsto en el contrato, como el apoyo a la supervisión de contratos de terceros.
(ii) La incorporación de nuevas obligaciones al contrato estatal constituye una modificación contractual que, por regla general, debe acordarse por las partes, constar por escrito y estar debidamente justificada, sin alterar la esencia del objeto; de requerirse una variación de esa naturaleza, el instrumento idóneo es el acuerdo modificatorio suscrito por la entidad y el contratista. La modificación unilateral es excepcional y solo procede en los precisos términos del artículo 16 de la Ley 80 de 1993, acto administrativo debidamente motivado, para evitar la paralización o la afectación grave del servicio, ante la falta de acuerdo previo, de modo que un memorando u orden interna no es el instrumento previsto por el ordenamiento para modificar el contrato ni para adicionar obligaciones.

(iii) La firma o constancia de revisión estampada por el contratista en un documento interno de trámite no equivale a la manifestación de consentimiento propia del negocio jurídico modificatorio ni suple sus formalidades. Finalmente, la determinación de las eventuales responsabilidades penales, disciplinarias o fiscales derivadas de actuaciones concretas, así como la definición de la autoridad competente para investigarlas, escapa a la competencia consultiva de esta Agencia y corresponde, en abstracto, a las autoridades que ejercen dichas funciones conforme a sus propios regímenes.

Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en un asunto particular y concreto, esta Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad establecerá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente validarla.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

(i) Para resolver el problema jurídico planteado, esta Agencia considera necesario examinar, en primer lugar, el régimen de la supervisión de los contratos estatales y del apoyo a la supervisión; en segundo lugar, el alcance del objeto y de las obligaciones del contrato de prestación de servicios, incluidas las cláusulas residuales; y, finalmente, el régimen de modificación del contrato estatal y las formalidades del consentimiento, marco en el cual se analiza el valor de la firma de revisión del contratista.
La Ley 1474 de 2011 impuso a las entidades estatales la obligación de vigilar de manera permanente la correcta ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o un interventor. Su artículo 83 define la supervisión y prevé expresamente la posibilidad de contratar personal de apoyo, en los siguientes términos:[footnoteRef:2] [2:  Ley 1474 de 2011, artículo 84, sobre las facultades y deberes de los supervisores y los interventores para la protección de la moralidad administrativa y la transparencia en la actividad contractual.] 

“La supervisión consistirá en el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable, y jurídico que sobre el cumplimiento del objeto del contrato, es ejercida por la misma entidad estatal cuando no requieren conocimientos especializados. Para la supervisión, la Entidad estatal podrá contratar personal de apoyo, a través de los contratos de prestación de servicios que sean requeridos”.
De la disposición transcrita se desprende que el apoyo a la supervisión por parte de particulares se canaliza a través de contratos de prestación de servicios celebrados para ese fin. Sobre esta materia existe línea consolidada de esta Subdirección conforme a la cual el ordenador del gasto puede apoyarse en servidores públicos o en contratistas para el ejercicio de la supervisión, pero, tratándose de contratistas, ello exige que las obligaciones de su contrato lo autoricen[footnoteRef:3]. En la misma línea, se ha precisado que “[e]l alcance de dicho apoyo dependerá del objeto y las obligaciones determinadas en el contrato de prestación de servicios, marco dentro del cual el contratista desarrollará las actividades”[footnoteRef:4], de manera que quien apoya la supervisión lo hace en ejecución de su propio contrato y dentro de los límites materiales de este, sin asumir la condición de supervisor, que recae en el servidor público designado por la entidad. [3:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-506 del 8 de agosto de 2022 y C-953 del 19 de agosto de 2025, conforme a los cuales el apoyo a la supervisión por parte de contratistas exige que las obligaciones de su contrato de prestación de servicios lo autoricen.]  [4:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1004 del 27 de diciembre de 2024.] 

(ii) En cuanto al contrato de prestación de servicios, el numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 lo caracteriza como aquel que celebran las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con su administración o funcionamiento, que solo puede celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados, sin generar relación laboral y por el término estrictamente indispensable. En desarrollo del principio de planeación —que se concreta, entre otros, en los artículos 25 y 26 de la Ley 80 de 1993—, el objeto y las obligaciones del contrato se definen desde los estudios y documentos previos, y delimitan las prestaciones exigibles al contratista. Las cláusulas residuales o genéricas de obligaciones —del tipo “las demás inherentes al objeto contractual” o “las que sean solicitadas por el supervisor”— deben interpretarse en función del objeto pactado: comprenden actividades accesorias e instrumentales que guarden relación directa con aquel, y no habilitan a la entidad para asignar al contratista, por esa sola vía, roles sustanciales y autónomos no previstos en el contrato, como el apoyo a la supervisión de contratos de terceras personas. Entender lo contrario vaciaría de contenido el principio de planeación y las reglas sobre modificación del contrato, pues cualquier prestación nueva podría incorporarse por orden interna sin acuerdo de voluntades.[footnoteRef:5] [5:  Ley 80 de 1993, artículo 32, numeral 3, sobre el contrato de prestación de servicios; en concordancia, artículos 25 y 26 ibidem, sobre los principios de economía y responsabilidad, en los que se funda el deber de planeación.] 

Por consiguiente, la asignación al contratista de una actividad sustancial no prevista en el objeto ni en las obligaciones pactadas constituye, en estricto sentido, una modificación del contrato. Al respecto, esta Subdirección ha reiterado que los contratos estatales pueden modificarse cuando circunstancias sobrevinientes debidamente justificadas lo exijan, que las modificaciones deben ser suscritas por las partes, constar por escrito y sujetarse a lo previsto en la ley, y que “las modificaciones no pueden suponer la variación del objeto del contrato, pues esto implica la alteración de su esencia”[footnoteRef:6]. La modificación unilateral, por su parte, es una potestad excepcional que solo procede en los términos del artículo 16 de la Ley 80 de 1993: [6:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1212 del 30 de septiembre de 2025.] 

“Si durante la ejecución del contrato y para evitar la paralización o la afectación grave del servicio público que se deba satisfacer con él, fuere necesario introducir variaciones en el contrato y previamente las partes no llegan al acuerdo respectivo, la entidad en acto administrativo debidamente motivado, lo modificará mediante la supresión o adición de obras, trabajos, suministros o servicios”.
Un memorando u orden interna del ordenador del gasto o del supervisor no corresponde a ninguno de esos instrumentos: no es el acuerdo modificatorio suscrito por las partes ni el acto administrativo motivado del artículo 16 de la Ley 80 de 1993, expedido en las precisas circunstancias que esa norma contempla. En consecuencia, en abstracto, la imposición por esa vía de un rol sustancial no pactado carece de aptitud para adicionar las obligaciones del contratista, cuya exigibilidad permanece delimitada por el contrato celebrado y sus modificaciones válidamente acordadas.
(iii) En cuanto al valor de la firma de revisión, el consentimiento del contratista en la modificación del contrato estatal se expresa mediante la suscripción del correspondiente negocio jurídico modificatorio con la entidad, precedido de la justificación respectiva. La firma o constancia estampada en un documento interno de trámite —bajo rótulos como “revisó” o “aprobó”, propios de la trazabilidad documental de las entidades— cumple una función de gestión documental y no equivale a la manifestación de voluntad negocial dirigida a modificar el contrato, por lo que, en abstracto, no sustituye las formalidades del acuerdo modificatorio ni tiene la virtualidad de mutar la naturaleza de las obligaciones principales pactadas.
Finalmente, en cuanto a las consecuencias sancionatorias y a la autoridad competente para conocer de presuntas irregularidades, debe precisarse que la determinación de responsabilidades penales, disciplinarias o fiscales derivadas de actuaciones concretas de servidores públicos o contratistas escapa a la competencia consultiva de esta Agencia, que se limita a la interpretación de las normas generales del sistema de compras y contratación pública. En abstracto, dichas funciones corresponden a las autoridades que las ejercen conforme a sus propios regímenes constitucionales y legales, ante las cuales pueden ponerse en conocimiento los hechos respectivos.
Finalmente, debe advertirse que el análisis requerido para resolver situaciones concretas relacionadas con la contratación de las entidades estatales corresponde a quienes tengan interés en ello, de modo que las afirmaciones aquí realizadas no pueden interpretarse como juicios de valor sobre circunstancias particulares. Al tratarse de reglas que deben definirse en el marco de un procedimiento contractual específico, esta Agencia no puede fijar un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino brindar elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, conforme al principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá, en ejercicio de su competencia y previa valoración de los elementos fácticos y jurídicos de su proceso, la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Constitución Política de Colombia. Artículo 209.
· Ley 80 de 1993. Artículos 14, 16, 25, 26 y 32, numeral 3.
· Ley 1150 de 2007.
· Ley 1474 de 2011. Artículos 83 y 84.
· Decreto Ley 4170 de 2011. Artículo 3, numeral 5, y artículo 11, numeral 8.
· Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Resolución 469 de 2025.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Sobre la supervisión de los contratos estatales, el apoyo a la supervisión mediante contratos de prestación de servicios y la modificación de los contratos estatales, esta Subdirección se pronunció, entre otros, en los Conceptos C-506 del 8 de agosto de 2022, C-1004 del 27 de diciembre de 2024, C-953 del 19 de agosto de 2025 y C-1212 del 30 de septiembre de 2025. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación: https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718 

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente 
Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
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	Elaboró:          
	Gloria Elizabeth Arango Builes
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual

	Revisó: 
	Diana Lucía Saavedra Castañeda
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual

	Aprobó: 
	Carolina Quintero Gacharná
Subdirectora de Gestión Contractual ANCP – CCE
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